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AUTORÍA MEDIATA EN ESTRUCTURAS DE PODER 
ORGANIZADO
Comenzaremos por señalar que ni los Artículos 29 y 30 del actual Código Penal 
(Ley 599 de 2000) ni los Artículos 23 y 24 del Decreto Ley 100 de 1980 (anterior 
Código Penal) hacen referencia a la institución de la autoría mediata en estructu-
ras de poder organizado. Antes de abordar el tema es pertinente revisar las ense-
ñanzas del profesor Reyes Echandía sobre las formas de coparticipación.54
En primer lugar, ubica al autor, que es la persona que efectúa la acción u 
omisión a la que se refiere el verbo rector, ya sea en forma directa o indirecta, 
valiéndose de un instrumento.
 Se habla de autoría inmediata y de autoría mediata y se refiere a si el agente 
comete el hecho típico material directa o inmediatamente o lo hace por interme-
dio de otra persona a quien utiliza como instrumento.
Este ejecutor instrumental de la conducta típica realizada por el autor mediato 
puede actuar convencido de que lo hacía de manera lícita o jurídicamente indi-
ferente, ser una persona privada de voluntad (dormida, hipnotizada o violentada 
hasta la pérdida de todo control) o tratarse de un inimputable incapaz de autode-
terminación. En todos estos casos, precisa Reyes, el único y real autor es el que 
ha realizado el hecho punible longa manu, pues el ejecutor instrumental no ha 
actuado como ser humano, ya que no ha tenido el dominio del hecho.
54 Alfonso Reyes Echandía, Derecho penal. 11a ed. (Bogotá: Temis, 2000), 31 y ss.
3
28




En segundo lugar, el autor hace referencia al determinador, también llamado 
provocador, instigador o autor intelectual, a quien reconoce como la persona que 
induce a otro a que realice un hecho punible ―ejecutor material―.
El determinador es la persona que gesta la idea criminosa y la transmite o for-
talece la que apenas nacía en mente ajena; el ejecutor material, indica Reyes, es 
la persona que convierte esa idea criminosa en comportamiento típico y, en tales 
condiciones, es el único y verdadero autor.
La diferencia fundamental entre el determinador y el autor mediato radica 
en que el ejecutor instrumental de la conducta del autor mediato no está en con-
diciones de decidir, mientras que entre el determinador y el ejecutor material se 
establece una comunicación que le permite a este ―aun en condiciones preca-
rias― decidir por propia voluntad si ejecuta o no el hecho punible gestado por 
aquel, de manera que si elige cometerlo, la determinación final es suya y por eso 
le pertenece como su autor. 
En tercer lugar, dentro de las formas de coparticipación, Reyes se refiere a la 
coautoría, la cual surge cuando varios sujetos actúan como autores en la realiza-
ción de un mismo hecho típico; según la naturaleza intrínseca de la participación 
individual, puede ser propia o impropia. 
Al lado de las coautorías propia e impropia pueden presentarse las coautorías 
inmediata y mediata; esta última modalidad describe a unos coautores que ejecu-
tan material, directa o inmediatamente el hecho punible y en la primera se valen 
de ejecutores instrumentales. En el mismo sentido, señala que también puede 
haber presencia de codeterminadores, es decir, de una pluralidad de sujetos con la 
función de provocar en otros la realización de un mismo comportamiento típico.
El profesor Reyes finaliza con la complicidad. Es cómplice la persona que, 
sin ejecutar por sí sola la conducta típica, coadyuva a ella mediante colaboración 
más o menos importante.
Sobre la autoría mediata en estructuras de poder organizado, que es el tema que 
nos ocupa, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia aduce 
que Claus Roxin incluye una tipología adicional dentro de la figura de la autoría 
mediata, relativa a la condición de quien actúa como jefe de un aparato orga-
nizado de poder e imparte una orden, pues sabe que alguien de la organización 
―sin saber quién― la ejecutará, de modo que “el hombre de atrás” no necesita 
recurrir a la coacción ni a la inducción en error o al aprovechamiento de error 






ajeno (hipótesis tradicionales de la autoría mediata), puesto que, además, tiene 
certeza de que si el ejecutor designado no cumple con su tarea, otro la hará.
La Corte aclara que la asunción de esta tesis no ha sido pacífica ni puede 
constituir una regla general, pues en la mayoría de los casos, la jurisprudencia de 
la Sala ha considerado que quienes imparten las órdenes dentro de una de tales 
organizaciones criminales tienen la condición de coautores materiales impropios 
por división de trabajo55 y no de autores mediatos, como lo postula el profesor 
Roxin.56 
La Corte precisa que en el proceso de justicia y paz regulado en la Ley 975 
de 2005 y al tipo de criminalidad que allí se debate, la Sala de Casación Penal 
vio la necesidad de admitir posiciones doctrinales foráneas que permitieron la 
imputación de responsabilidad por cadena de mando y reconoció que la figura 
de la “autoría mediata en aparatos organizados de poder” es aplicable en materia 
transicional.57
También expresó que la aplicación de la tesis se constata en un asunto de 
justicia y paz en el que se indicó que la responsabilidad del postulado en ese caso 
como comandante del frente “William Rivas”, grupo organizado de las AUC, 
debía predicarse bajo la figura de autor mediato por medio de aparatos organiza-
dos de poder con instrumento fungible ―pero responsable― y no como respon-
sabilidad del superior, dado que los crímenes cometidos por los integrantes del 
grupo ilegal obedecieron instrucciones y precisiones de la comandancia, esto es, 
a orden expresa del postulado vinculado al asunto o de los máximos dirigentes de 
las Autodefensas Unidas de Colombia.58 
La Corte extendió la aplicación de la tesis de la autoría mediata con autor 
material responsable a casos contra aforados constitucionales por sus vínculos 
con grupos armados al margen de la ley (conocidos en el medio como parapolítica 
55 El profesor Günther Jakobs es partidario de esta tesis.
56 Corte Suprema de Justicia, Sentencia SP1432-2014 del 12 de febrero de 2014, M. P. Gustavo Enrique Malo 
Fernández, Sala de Casación Penal. 
57 Corte Suprema de Justicia, Sentencia 29221 del 2 de septiembre de 2009, M. P. Yesid Ramírez Bastidas, Sala 
de Casación Penal. 
58 Corte Suprema de Justicia, Sentencia 38250 del 26 de septiembre de 2012, M. P. Luis Guillermo Salazar Otero, 
Sala de Casación Penal. 
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y farcpolítica) y citó al efecto el proceso de única instancia radicado bajo el No. 
38805.59
Para finalizar, la Corte citó la aplicación de la tesis de la autoría mediata en el 
proceso en el que se juzgó el homicidio de Alfredo Correa de Andreis, en el cual se 
comprobó que el imputado tenía nexos con el Bloque Norte de las Autodefensas 
y que como director del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) puso 
la institución oficial a disposición de un aparato militar ilegal (AUC). Reiteró que 
cuando se está ante el fenómeno delincuencial derivado de estructuras o aparatos 
de poder organizados, los delitos ejecutados son imputables tanto a sus dirigen-
tes ―gestores, patrocinadores, comandantes― a título de autores mediatos, a sus 
coordinadores en tanto dominan la función encargada ―comandantes, jefes de 
grupo― a título de coautores y a los directos ejecutores o subordinados ―solda-
dos, tropa, patrulleros, guerrilleros o milicianos― en calidad de autores materia-
les, pues toda la cadena actúa con verdadero conocimiento y dominio del hecho 
y mal podrían salir favorecidos algunos de ellos con una posición conceptual que 
comporte la impunidad.
En la sentencia analizada,60 referente a la muerte de Carlos Castaño, la Corte 
sostiene que, según la tesis roxiniana de autoría mediata con responsabilidad del 
ejecutor material, se requiere como elemento fundamental la expedición de órde-
nes específicas que van descendiendo jerárquicamente en la línea de mando y por 
ello vinculan a quien la profirió, al que la transmitió y a aquel que efectivamente 
la ejecutó. Se entiende, desde luego, que este último responde como autor mate-
rial directo, dado que la tesis ha sido construida para vincular a los mandos altos y 
medios ―que así se determinan penalmente como autores mediatos, los primeros 
en la pirámide― y coautores ―los gestores―.
En aplicación estricta del instituto de la coautoría impropia, el procesado es 
responsable, a título de dolo, de las conductas que se le atribuyen, pues en la 
orden que dio para que los hombres escogidos se dirigieran al lugar donde se 
ejecutaron los delitos de homicidio y desaparición forzada, fundamental para la 
materialización de este resultado, van insertos los presupuestos de conocimiento 
y voluntad. 
59 Corte Suprema de Justicia, Radicado 38805 del 23 de febrero de 2010, M. P. María del Rosario González de 
Lemos, Sala de Casación Penal.
60 Corte Suprema de Justicia, Sentencia SP1432-2014 del 12 de febrero de 2014.






Desde el punto de vista doctrinal, el principal exponente de esta teoría de la 
autoría mediata en estructuras de poder organizadas ha sido el profesor Claus 
Roxin. 
En relación con el dominio de la voluntad en virtud de estructuras de poder 
organizadas, Roxin ha indicado que, en principio, el dominio de la voluntad por 
parte del sujeto de atrás puede basarse en una coacción o en un error del ejecutor. 
Sin embargo, el mismo autor cuestiona si con ellas quedan agotadas todas las 
posibilidades de autoría mediata. Alude a los supuestos que en la posguerra han 
ocupado a la jurisprudencia y que se caracterizan porque el sujeto de atrás tiene a 
su disposición una “maquinaria” personal (casi siempre organizada estatalmente) 
con cuya ayuda puede cometer sus crímenes, sin tener que delegar su realización 
a la decisión autónoma del ejecutor.61 
Los crímenes de guerra, de Estado y de organizaciones no pueden aprehen-
derse adecuadamente con los baremos del delito individual, de donde se deduce 
que las figuras jurídicas de autoría, inducción y complicidad, que están concebi-
das a la medida de los hechos individuales, no pueden dar debida cuenta de tales 
sucesos colectivos, contemplados como fenómeno global.62 
Una organización así despliega una vida independiente de la identidad varia-
ble de sus miembros. Funciona “automáticamente”, sin que importe la persona 
individual del ejecutor. Basta con tener presente el caso del Gobierno en un régi-
men dictatorial, que implanta una maquinaria para eliminar a los desafectos o a 
grupos de personas. Si dada esta situación, el sujeto de atrás que se sienta a los 
mandos de la estructura organizativa aprieta el botón y da la orden de matar, 
puede confiar en que esta se va a cumplir sin que tenga que conocer al ejecutor. 
Tampoco es necesario que recurra a medios coactivos engañosos, puesto que sabe 
que si uno de los numerosos órganos que cooperan en la realización de los delitos 
elude cumplir su cometido, de inmediato otro va a suplir y no resultará afectada 
la ejecución del plan global.63
Se pregunta Roxin si las autoridades “competentes” para el exterminio de los 
judíos y el servicio secreto extranjero, en cuyas directivas se escudaba el agente 
61 Claus Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal (Madrid: Marcial Pons, 1998), 267-268.
62 Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 268.
63 Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 270.
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Staschynski, son autores mediatos de los asesinatos perpetrados bajo sus órdenes, 
pues no se presenta el dominio de la voluntad en virtud de coacción o en virtud de 
error en estos casos ni en otros típicos de este género.64
Respecto a la coacción, con base en la documentación de los procesos de 
Núremberg, se averiguó que no se encontraba “ni un solo caso” en el que alguien: 
[…] hubiera sido fusilado por negarse a cumplir órdenes de fusilar. Lo máximo, 
una nota desfavorable en el expediente, una negación de ascensos o un traslado. No 
se han comprobado consecuencias más graves, ni siquiera amenazas de condenar a 
muerte o de internar en un campo de concentración.65
Asimismo, el agente Staschynski tuvo la posibilidad de sustraerse a las órde-
nes de asesinar y entregarse a las autoridades alemanas.66
Cuando aborda el estudio de los fundamentos estructurales del dominio de la 
organización,67 Roxin se formula la siguiente pregunta: ¿Cómo es posible fun-
damentar la autoría mediata del que da las órdenes, si no concurren coacción ni 
error?68 
Frente a ese interrogante, sostiene que el factor decisivo para fundamentar 
el dominio de la voluntad en tales casos (que se presenta como tercera forma de 
autoría mediata, delimitada frente al dominio por coacción y por error) reside en 
la fungibilidad del ejecutor. La estructura de esta forma de dominio y su relación 
con las otras dos formas básicas de dominio de la voluntad, cabe incluso antici-
parla, llevando a cabo una abstracción en tipos ideales a partir de la pluralidad de 
los sucesos reales. En dichas condiciones, si uno reflexiona, por ejemplo, sobre 
cómo es posible guiar un suceso llevado a cabo por otro sin intervenir directa-
mente, caben tres posibilidades: forzar al agente; utilizarlo como factor causal 
64 Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 268.
65 En tal sentido, puede verse MSchrKrim Jäger, 1962, p. 79, remitiéndose a Bauer, fiscal general de Hesse, citado 
en Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 269.
66 Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 269.
67 Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 269.
68 “Señor del hecho y, por tanto, autor es aquel que, consciente del fin, lo configura en su existencia y forma de ser; 
inductores y cómplices tienen dominio sobre su participación, pero no sobre el hecho mismo”. Roxin, Autoría y 
dominio del hecho en derecho penal, 85.






ciego con respecto a la circunstancia decisiva para la autoría; si el ejecutor si no 
está coaccionado ni engañado, debe ser cambiable a voluntad.69
Con fundamento en lo anterior, Roxin puede precisar que en este tercer grupo de 
casos no faltan la libertad ni la responsabilidad del ejecutor directo, que ha 
de responder como autor culpable y de propia mano. Estas circunstancias son 
irrelevantes para el dominio por parte del sujeto de atrás, porque desde su atalaya 
el agente no se presenta como persona individual libre y responsable, sino como 
figura anónima y sustituible. Por su parte, si bien el ejecutor no puede ser des-
bancado de su dominio de la acción, es un engranaje ―sustituible en cualquier 
momento― en la maquinaria de poder; esta doble perspectiva imputa al sujeto de 
atrás, junto con él.70
A fin de aclarar su posición, presenta como ejemplo el caso Eichmann, quien 
no era solo ejecutor, sino que también impartía órdenes a subordinados; por tanto, 
podían aplicarse los criterios que convierten a los sujetos de atrás en autores 
mediatos. Este aspecto fue tenido en cuenta por el Tribunal regional de Jerusalén: 
La proximidad o lejanía de uno o de otro, de entre estos muchos delincuentes, al que 
mató realmente a la víctima, no puede influir en absoluto en el alcance de la responsa-
bilidad. La medida de responsabilidad más bien aumenta cuanto más alejado se esté 
de aquel que con sus manos hace funcionar el arma asesina y más se acerque uno a 
los puestos superiores de la cadena de mando, a los “inductores”, en la nomenclatura 
de nuestro legislador .71
El Tribunal subraya expresamente que hay que “considerar al inculpado, per-
sonalmente, en todo caso como autor de la acción punible”, en tanto advierte, 
con toda razón, que: “En estos crímenes de proporciones gigantescas y múlti-
ples ramificaciones, en los que han participado (planificadores, organizadores y 
órganos ejecutores de distinto rango) no es adecuado recurrir a aplicar los con-
ceptos comunes del inductor y del cómplice”. En ese sentido, los jueces aluden 
a la especial dificultad de “definir, en términos técnicos, quién ha auxiliado a 
quién, y para estimar autoría invocan en definitiva el carácter de estos delitos de 
69 Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 270.
70 Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 271.
71 Sentencia contra Adolf Eichmann, Strafakt 400/61, versión oficiosa, núm. 197, citada Roxin, Autoría y dominio 
del hecho en derecho penal, 272.
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crímenes en masa, que excluyen la aplicación de las categorías normales de la 
participación”.72 
Frente a los argumentos del Tribunal regional de Jerusalén, expresa que con 
ellos se caracterizan los elementos materiales del dominio de la organización:
Mientras normalmente ocurre que un interviniente, cuanto más alejado está de la víc-
tima y de la acción típica directa, más queda relegado a la zona periférica del suceso 
y excluido del dominio del hecho, en estos casos ocurre, a la inversa, que la pérdida 
de proximidad al hecho se compensa por la medida de dominio organizativo, que va 
aumentando según se asciende en la escala jerárquica del aparato.73 
Esta diferencia estructural de los sujetos de atrás con respecto a los ejecutores 
ya no queda comprendida en la inducción (como sería por fuera de las específi-
cas condiciones de tales aparatos), como lo ha subrayado el Tribunal, con buen 
criterio.74
Roxin hace dos observaciones fundamentales relacionadas con los “delitos en 
masa”: la pluralidad de coautores y la pluralidad de víctimas.
Sobre el primer aspecto, considera que cuando el Tribunal alude a que se 
trata de “delitos en masa, no sólo por lo que respecta al número de víctimas, sino 
también en relación con el número de coautores”, no asume una postura convin-
cente, pues el número de cooperadores no puede transformar a los partícipes en 
autores; en tal caso, podría mermar la responsabilidad individual. Expone que 
en una situación concreta, por ejemplo, una orden del Führer dada por teléfono 
a un comando o el caso Staschynski, solo hace falta que participen unas cuantas 
personas, sin que por ello se modifique la autoría del sujeto de atrás debido al 
modo de funcionar del aparato.75
En el segundo evento, referente a la pluralidad de víctimas, asume que esta 
tampoco es decisiva para la autoría. Si en lugar de un grupo de población solo se 
persiguiera un individuo, los sujetos de atrás tendrían que ser condenados como 
autores. Esto se pone de manifiesto en el caso Staschynski; aunque se trataba de 
la muerte de dos personas, hay que atribuir el dominio de la voluntad al servicio 
72 Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 272.
73 Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 272.
74 Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 272-273.
75 Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 273.






secreto extranjero, porque el agente encargado de ejecutar la orden, sin consi-
deración a su comportamiento individual, fue empleado como pieza en el plan 
delictivo concebido al margen de él. De esta manera señala, que con pérdidas 
y defecciones hay que contar siempre en organizaciones tales, sin que por ello el 
mecanismo del aparato quede perjudicado seriamente. Concluye que si uno fra-
casa, otro le va a suplir y esta circunstancia convierte al respectivo ejecutor, sin 
perjuicio de su propio dominio de la acción, en instrumento del sujeto de atrás.76
Roxin manifiesta que quien es empleado de una maquinaria organizativa en la 
que puede impartir órdenes a subordinados es autor mediato en virtud del domi-
nio de la voluntad que le corresponde si utiliza sus competencias para que se 
cometan acciones punibles. Que lo haga por propia iniciativa o en interés de ins-
tancias superiores y a órdenes suyas es irrelevante, pues para su autoría lo único 
decisivo es el hecho de que puede dirigir la parte de la organización que le está 
subordinada, sin tener que dejar a criterio de otros la comisión del delito. 
Con buen criterio puntualiza Jager77 que en estos casos queda claro “que una 
acción consistente simplemente en firmar un documento o en llamar por teléfono 
puede constituir asesinato (y ello también, según el Derecho alemán vigente con 
carácter absoluto y sin limitaciones)”.78
En ese sentido señala que el dominio del hecho puede afirmarse sin reparos, 
como señala Servatius,79 por ejemplo, en el caso Eichmann el inculpado no coo-
pera “ni al principio ni al final del hecho” y su intervención se limita “al eslabón 
intermedio” De esta manera precisa que pueden aparecer una larga cadena de 
“autores de detrás del autor” En tales condiciones, precisa que en las situaciones 
especiales como las que aquí se discuten, precisamente el dominio por parte de la 
cima de la organización se ve posibilitado precisamente por el hecho de que, de 
camino desde el plan a la realización del delito, cada instancia sigue dirigiendo 
gradualmente la parte de la cadena que surge de ella, aun cuando visto desde el 
punto de observación superior el respectivo dirigente a su vez solo es un eslabón 
76 Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 272-273.
77 MSchrKrim, 1962, p. 80, citado en Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 274.
78 Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 274.
79 Plädoyer, p. 69, citado en Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 274.
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de una cadena total que se prolonga hacía arriba, concluyendo en el primero que 
imparte las órdenes.80 
En relación con la estructura del dominio de la organización, señala el profe-
sor Roxin que se deduce que este solo puede existir allí donde la estructura en su 
conjunto se encuentra al margen del ordenamiento jurídico, puesto que en tanto 
que la dirección y los órganos ejecutores se mantengan en principio ligados a un 
ordenamiento jurídico independiente de ellos, las órdenes de cometer delitos no 
pueden fundamentar dominio, porque las leyes tienen el rango supremo y nor-
malmente excluyen el cumplimiento de órdenes antijurídicas, y con ello el poder 
de voluntad del sujeto de atrás.81 
Cuando en un Estado de derecho una autoridad conmina a sus subordinados a 
cometer delitos o cuando en las Fuerzas Armadas un mando imparte órdenes anti-
jurídicas, ello ha de valorarse siempre, salvo que haya autoría mediata por otras 
razones, pues si todo el aparato solo como inducción, se mueve por los cauces 
del Derecho, “funciona” de la manera requerida por la estructura de dominio des-
crita únicamente al utilizar las vías preestablecidas por el ordenamiento jurídico. 
Una instrucción antijurídica no puede poner aquí la organización en movimiento; 
si es obedecida, no se trata de una acción de la maquinaria de poder, sino de 
una “iniciativa particular” llevada a cabo eludiendo su modo de funcionar, cuya 
característica suele ser la ocultación cuidadosa con respecto a los demás titulares 
de competencias de la organización. Según Roxin, no se actúa “con” el aparato, 
sino contra él y quedan excluidos de entrada del ámbito del posible dominio de 
la organización.82 
Además del caso contra Adolf Eichmann, para esta investigación resultan de 
trascendental importancia las sentencias condenatorias proferidas en calidad 
de autores mediatos contra el expresidente de Perú, Alberto Fujimori, y contra el 
exdictador de Argentina, Rafael Videla.
En el caso seguido contra Alberto Fujimori Fujimori o Kenya Fujimori, el 7 
de abril de 2009, el Tribunal Supremo de Perú lo condenó a la pena de veinticinco 
años de prisión por la comisión de los siguientes delitos:
80 Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 274.
81 Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 274-275.
82 Roxin, Autoría y dominio del hecho en derecho penal, 275.






“I. Homicidio calificado en calidad de autor mediato. Asesinato, bajo la circunstancia 
agravante de alevosía, en agravio de:
1. Luis Antonio León Borja.
2. Luis Alberto Díaz Ascovilca.
3. Alejandro Rosales Alejandro.
4. Máximo León León.
5. Placentina Marcela Chumbipuma Aguirre.
6. Octavio Benigno Huamanyauri Nolasco.
7. Filomeno León León.
8. Lucio Quispe Huanaco.
9. Tito Ricardo Ramírez Alberto.
10. Teobaldo Ríos Lira.
11. Manuel Isaías Ríos Pérez.
12. Nelly María Rubina Arquiñigo.
13. Odar Mender Sifuentes Núñez.
14. Benedicta Yanque Churo.
15. Javier Manuel Ríos Rojas (caso Barrios Altos).
16. Juan Gabriel Mariño Figueroa.
17. Bertila Lozano Torres.
18. Dora Oyague Fierro.
19. Robert Teodoro Espinoza.
20. Marcelino Rosales Cárdenas.
21. Felipe Flores Chipana.
22. Luis Enrique Ortiz Perea.
23. Richard Armando Amaro Cóndor.
24. Heráclides Pablo Meza.
25. Hugo Muñoz Sánchez (caso La Cantuta). 
II. Lesiones graves, en agravio de:
1. Natividad Condorcahuana Chicaña.
2. Felipe León León.
3. Tomás Livias Ortega.
4. Alfonso Rodas Alvitres (caso Barrios Altos). 
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Los mencionados delitos de homicidio calificado y lesiones graves constituyen crí-
menes contra la Humanidad según el Derecho Internacional Penal.
III. Secuestro agravado, bajo la circunstancia agravante de trato cruel, en agravio de:
1. Gustavo Andrés Gorriti Ellenbogen.
2. Samuel Edward Dyer Ampudia (caso Sótanos SIE).83
Como se puede ver, el proceso penal tuvo como base los hechos de los casos 
Barrios Altos84 y La Cantuta,85 conocidos y decididos por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos.
Por otra parte, el 22 de diciembre de 2010, el Tribunal Oral Federal de 
Córdoba No. 1 condenó a Jorge Rafael Videla a prisión perpetua en calidad 
de autor mediato, por hechos relacionados con la muerte de 31 presos políticos, 
sumados a los secuestros y tormentos aplicados a expolicías.86 
En dicha sentencia, también condenó a Luciano Benjamín Menéndez y otros 
veintiocho represores a prisión perpetua. 
A efectos de esta investigación, se deben destacar los siguientes apartes. De 
Videla se indicó: “Fue el responsable de fijar los objetivos y proveer de infraes-
tructura y medios para la consiguiente cadena de mandos bajo sus órdenes”. De 
los demás condenados afirmó que lograron sus objetivos debido a la “organiza-
ción de un plan sistemático integral criminal que, amparado por los mecanismos 
estatales, tenía como objetivo la eliminación de los opositores políticos”.
Dicho plan se realizó: “Por la discrecionalidad y libertad otorgadas por la 
Junta de Comandantes (Videla) a los jefes de zona (Menéndez), así como tam-
bién la libertad al personal militar y policial inferior en sus distintas jerarquías y 
grados”. En ese contexto, los jueces señalaron: 
Se advierte allí sin dificultad un nivel horizontal de responsabilidades y la existencia 
de coautoría mediata. Todos ellos se conocían, se reunían, compartieron cargos como 
83 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Fujimori Fujimori, Alberto vs. Perú. Sentencia del 7 de abril 
de 2009. 
84 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Barrios altos vs. Perú, serie C, No. 75. Sentencia del 14 de 
marzo de 2001.
85 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso La Cantuta vs. Perú. Serie C 162. Sentencia del 29 de no-
viembre de 2006.
86 Tribunal Oral Federal de Córdoba, Caso Jorge Rafael Videla y otros. Sentencia del 22 de febrero de 2010.






integrantes de la Junta, y en común planificaron y ordenaron la ejecución del plan 
criminal descripto. 
Hacemos referencia a los procesos contra Alberto Fujimori y Jorge Rafael 
Videla en atención a que fueron jefes de Estado de Perú y Argentina, respecti-
vamente, pero no por ello dejaron de ser investigados, juzgados y sancionados; 
además, lo fueron en calidad de autores mediatos, con lo que se reconoce que en 
esos Estados, el Ejército, como estructura de poder organizado, actuó contrario a 
la Constitución y a la Ley.
Condenar por omisión, como lo hizo la Sala de Casación Pena de la Corte 
Suprema de Justicia de Colombia en el caso Masacre Mapiripán, conlleva a negar 
la maquinaria en la que se convirtió el Ejército Nacional para perpetrar hechos y a 
que se dejen de investigar las cadenas de mando tanto ascendentes como descen-
dentes que existieron para cometer tales delitos. Peor aún: absolver a un coronel 
del Ejército que fue la cabeza visible en el operativo de la retoma del Palacio de 
Justicia porque no se demostró su acción u omisión es una situación que va en 
contra de la teoría de la autoría mediata y que atenta de manera directa contra las 
víctimas y contra la justicia.
